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			Prólogo


			Por Juan Gabriel Tokatlian (1)


			Este libro constituye, sin duda, un aporte muy importante para entender la estrategia contra las drogas de los sucesivos gobiernos de la Argentina desde el retorno a la democracia: su lectura es indispensable. Sebastián Cutrona aborda el tema con una perspectiva original, combinando el plano internacional (particularmente, el papel y el peso de Estados Unidos en la materia) y el nacional (precisando factores institucionales y fenómenos no estatales) que han moldeado una singular política antidrogas del país. Se sirve de diversas disciplinas, entre las que sobresalen las relaciones internacionales y la ciencia política. Y opta por una mirada ecléctica en términos de la primera de ellas: hay elementos cercanos a la economía política internacional, al realismo neoclásico e, incluso, al constructivismo. A diferencia de otros trabajos que acentúan lo estrictamente gubernamental al analizar el tema de los narcóticos, este incluye el papel de los movimientos sociales (en especial, ligado a la defensa de los derechos humanos), las comunidades epistémicas (compuestas por académicos, ONG, figuras públicas, entre otros) y la evolución de las relaciones entre civiles y militares. Con una aproximación ágil y basado en la evidencia, el autor recorre las diversas iniciativas antinarcóticos de los gobiernos, su implementación, su alcance y, en general, su ineficiencia.


			Con un telón de fondo caracterizado por la militante “guerra contra las drogas”, impulsada por Washington, y la adopción –por imposición, resignación y/o convicción– de esta por parte de la inmensa mayoría de los países de América Latina y el Caribe, el autor busca discernir las razones, motivaciones, fuerzas y dinámicas que han incidido en tantos lustros para que la Argentina no haya abrazado la versión más coercitiva de aquella cruzada. Su argumento central es que el país ha carecido hasta la fecha de un modelo consistente para hacer frente a la cuestión de las drogas y que, en consecuencia, ha tenido los vaivenes propios de coyunturas cambiantes derivadas de complejos y contradictorios procesos entre lo externo y lo interno. El talante prohibicionista predominó en los sucesivos gobiernos, pero en el marco de lo que Cutrona denomina un “enfoque heterogéneo contra las drogas”, no exento de cierto pragmatismo. A mi entender, el texto revela y explica un dato persistente que llamaría punitivismo sui generis condicionado por los límites surgidos por las movilizaciones de actores claves desde la sociedad, por algunas memorias del pasado inmediato que siguen vigentes, por los ensayos improductivos de las políticas públicas contra las drogas y por una incidencia menor de Washington debido, entre otras, a su mayor atención y preocupación focalizadas en México, Colombia, Centroamérica, el Caribe y los demás países andinos en cuanto al narcotráfico. El (hasta el momento) frustrado intento de desplegar la militarización de la estrategia antidrogas constituye un muy buen ejemplo tratado por el autor y que pone de manifiesto las limitaciones de un endurecimiento sostenido y agresivo en el frente de los narcóticos. Endurecimiento que, con pobres logros, intentaron imponer administraciones como las de Carlos Menem y Mauricio Macri. En este último caso, el fiasco de la llamada política “Argentina sin narcotráfico” fue notorio. Como señalamos en su momento con Marcelo Bergman en una nota de opinión de 2019, aquel fue el caso de un fracaso exhibido como éxito.


			El libro destaca, a su vez y de manera rigurosa, la evolución del lugar de la Argentina en la geopolítica global de las drogas. Uno de los argumentos que ha sobrevivido a las fallidas políticas antidrogas a nivel internacional es aquel mediante el cual se asume la existencia de dicotomías nítidas en relación con este fenómeno. Una de las perspectivas dicotómicas más usuales es la que separa a los “países productores” de los “países consumidores”. Bajo esta sencilla racionalidad, por ejemplo, América Latina es el centro productor de drogas (predominantemente, cocaína, heroína, marihuana) y Estados Unidos y Europa son los epicentros de consumo de sustancias psicoactivas de base natural o sintética. Divisiones semejantes se hacen, implícita o explícitamente, entre “núcleos de producción” y “núcleos de procesamiento”, entre “puntos de tránsito” y “puntos de distribución”, entre “receptores de precursores químicos” y “vendedores de precursores”, entre “comerciantes de estupefacientes” y “comerciantes de armas”, entre “polos de enriquecimiento” y “polos de lavados de activos”, etc. Este tipo de segmentación y diferenciación no ayuda a aprehender la complejidad del asunto de las drogas, su expansión y capacidad de adaptación y mutación. Lo fundamental es entender cómo opera globalmente el emporio de las drogas y cómo se despliega en cada espacio territorial el encadenamiento productivo de este lucrativo negocio ilícito. En ese sentido, este libro nos ilustra en detalle cómo la Argentina se ha ido insertando –al contener y entrelazar en su interior distintos eslabones del fenómeno de las drogas– en la geopolítica mundial de los narcóticos.


			Sebastián Cutrona, además, analiza dos situaciones locales: las ciudades de Rosario y Buenos Aires. Respecto de la ciudad santafesina subraya la relevancia e influencia de la geografía, la economía y la seguridad; respecto de la capital del país destaca la estructura y el comportamiento de las organizaciones criminales vinculadas al negocio de las drogas. Ambos casos, si bien son muy ilustrativos, exigen, en futuros estudios de las y los especialistas en el tema, un tratamiento más minucioso e interdisciplinario. A mi entender, los ejemplos locales, citadinos y municipales se podrían vincular más estrechamente a la cuestión del Estado en nuestro país. Años y décadas de desarticulación del aparato estatal han llevado a la configuración de una especie de Leviatán cojo. Por un lado, se han reducido y erosionado las capacidades estatales haciendo muy difícil que el Estado ejecute de modo eficaz las medidas públicas que enuncia, al tiempo que dicho Estado se ha ido ausentado o desfigurando, por ejemplo, en algunas geografías (metrópolis, provincias y regiones) y en ciertos ámbitos (justicia, seguridad y educación). Por otro lado, en determinadas circunstancias y ciertos territorios el Estado ha sido capturado por actores cuya meta ha sido la supervivencia mediante pactos de corrupción y modos de ilegalidad, ante lo cual los intentos de reconstrucción de la base material y simbólica de un Estado más legítimo y potente han encontrado obstáculos significativos. Todo lo anterior se ha dado en medio de una globalización desigual y asimétrica que en la fase actual debilita aún más el poder del Estado. Cutrona advierte esto cuando en su conclusión subraya atinadamente que el narcotráfico tendrá más posibilidades de avanzar ante “un Estado reducido en sus prerrogativas”.


			Finalmente, el autor hace un balance preciso y crítico de “los vaivenes y las tensiones” del modelo argentino para abordar el fenómeno de las drogas. Esto lleva a preguntarnos sobre el futuro inmediato, lo cual implica contemplar el contexto generado por la pandemia dado que se podrían forjar condiciones inquietantes. Los estudios más coyunturales y prospectivos sobre delitos transnacionales muestran que, por el momento, el crimen organizado se ha replegado en virtud de las políticas nacionales de confinamiento, del incremento de fuerzas de seguridad desplegadas en el espacio público para asegurar el cumplimiento de las cuarentenas y de la parálisis de buena parte del transporte mundial, entre otras. Sin embargo, los pronósticos de muchos estudiosos independientes, de expertos gubernamentales y de especialistas internacionales apuntan en la misma dirección: es muy probable que en la pospandemia se redespliegue con fuerza y mayor alcance la criminalidad organizada. En muchas latitudes la debacle socioeconómica generada por el coronavirus así como sus efectos emocionales y psíquicos serán notables. En muchos sitios los Estados enfrentarán fuertes desórdenes ciudadanos y lo harán con capacidades estatales menguadas y frágiles por el esfuerzo realizado para contener la pandemia. No es azaroso entonces que el narcotráfico se convierta en un creciente proveedor de empleo, ingreso, bienes, protección y ascenso social, convirtiéndose –en determinados espacios– en un actor con mayor legitimidad ante el deterioro de las instituciones. En esa dirección, es muy probable que la Argentina se enfrente a un reto formidable: ¿será viable, entonces, mantener lo que el autor denomina la política bifronte hacia las drogas, especialmente cuando además del prohibicionismo notoriamente infructuoso nos enfrentamos a las temibles circunstancias devastadoras de la pospandemia?


			Buenos Aires, 10 de junio de 2021


			

				

					1. Vicerrector de la Universidad Torcuato Di Tella.


				


			


		




		

			Introducción


			“Estamos imponiendo el toque de queda porque nadie se lo está tomando en serio”, afirmó un miembro de una pandilla vinculada al tráfico de drogas en la emblemática favela Cidade de Deus luego de registrar el primer caso de Covid-19 en la zona (O Globo, 2020). (1) Del otro lado de la frontera del Estado Río Grande del Sur, cerca de 52 mil uruguayos se encuentran registrados en el sistema para acceder legalmente al consumo de marihuana a través de farmacias, clubes de cannabis e, incluso, huertas domésticas (La Tercera, 2020). Más al norte del continente americano, el presidente Nayib Bukele decidió irrumpir en la Asamblea Legislativa acompañado de las fuerzas militares para exigir a los congresistas de la oposición la aprobación de un paquete de seguridad que permita profundizar la estrategia de “mano dura” implementada por el gobierno salvadoreño frente al avance de las maras. 


			Estas postales retratan solo algunas de las modalidades en las que el Estado, las drogas y el crimen organizado se han vinculado en América Latina y el Caribe a inicios del año 2020. Estrategias tan disimiles como la militarización de la lucha contra el narcotráfico, la regulación de las drogas por parte del Estado o incluso la cooperación encubierta entre dirigentes políticos y el crimen organizado dan cuenta de la multiplicidad de formas en que los gobiernos han reaccionado frente a las transformaciones de la economía política de las drogas en la región. Los resultados, por lo pronto, no han sido favorables. Entre 2000 y 2010, más de un millón de personas murieron en América Latina y el Caribe como resultado de la violencia criminal (UNDP, 2013). Solo en 2017, el continente registró 173.000 homicidios intencionales. Con un promedio de 17,2 víctimas por cada 100.000 habitantes, América alcanzó la tasa de homicidios más alta desde 1990. La situación en América Central y América del Sur ha sido aún más preocupante. Muy por encima de la media mundial estimada en 6,1 homicidios intencionales por cada 100.000 habitantes, la tasa correspondiente a ambas subregiones fue de 25,9 y 24,2 respectivamente. Esta tendencia ha transformado a América Latina en la región más violenta, según el informe de las Naciones Unidas (UNODC, 2019).


			Si bien el deterioro de la seguridad en la región ha tenido múltiples y diversos determinantes, la forma en que los gobiernos han reaccionado frente al fenómeno de las drogas ha sido una parte fundamental de esta historia. Efectivamente, antes de que Estados Unidos internacionalizara la llamada “guerra contra las drogas” a mediados de la década de los ochenta, los niveles de violencia en la región eran prácticamente insignificantes. A pesar de los miles de millones de dólares desembolsados, los narcóticos son más baratos, más puros y más accesibles (Nadelmann, 2009). El consumo de estupefacientes se ha globalizado, las áreas de cultivo han proliferado y el crimen organizado transnacional se ha fragmentado al interior de los Estados y entre cada una de las subregiones de América Latina y el Caribe (Bagley, 2012). Consecuencias no deseadas de la acción estatal también incluyen la extensa violación de derechos humanos, el avasallamiento de las instituciones democráticas, el deterioro de las economías nacionales, e incluso la degradación del medioambiente.


			En este contexto regional, ¿cuál ha sido el modelo argentino de lucha contra las drogas ilícitas?, ¿qué actores han jugado un papel preponderante en la construcción de políticas públicas en esta materia? y, finalmente, ¿cómo han impactado estas decisiones en la evolución de la problemática de las drogas, el narcotráfico y el crimen organizado? A través de un recorrido histórico desde la recuperación de la democracia en 1983 hasta la actualidad, este libro da cuenta de las diferentes estrategias contra las drogas desarrolladas en la República Argentina. En este largo camino, el análisis no solo se enfoca en las decisiones principales de cada uno de los presidentes constitucionales y las tensiones al interior de los gobiernos nacionales, sino también en la acción de diversos actores de la sociedad civil y su impacto en la elaboración de políticas públicas. Finalmente, el libro también repasa los resultados en materia de drogas, narcotráfico y crimen organizado. 


			Este libro demuestra que la Argentina ha carecido de un modelo consistente en el tiempo para abordar la problemática de las drogas ilícitas. Al sistema legal punitivo, el crecimiento de la población carcelaria y las prácticas represivas a cargo de las diferentes fuerzas de seguridad, se contrapone la jurisprudencia garantista de la Corte Suprema de Justicia (no siempre presente), la defensa de los derechos humanos y el accionar de ciertas elites políticas que han promovido una visión más flexible sobre los estupefacientes en el país. El Estado nacional, como el dios Jano, ha revelado un rostro doble: por un lado, ha promovido derechos individuales básicos y el acceso a servicios públicos como la salud y, por el otro, ha recaído con todo el peso de la ley sobre los sectores más vulnerables de la cadena del narcotráfico.


			El equilibrio entre ambas aproximaciones antagónicas sobre las drogas estuvo fuertemente condicionado por la arquitectura institucional desarrollada lentamente desde el retorno a la democracia y el rol de diferentes actores de la sociedad civil. Si bien los impulsos punitivos estuvieron presentes durante gran parte de la historia argentina, este libro demuestra que su preponderancia fue relativamente limitada debido a la dinámica de las relaciones cívico-militares, el sistema de pesos y contrapesos del Congreso Nacional, la movilización de organizaciones de derechos humanos y la actitud activa de la comunidad epistémica local. La relevancia de estos actores ayuda a entender, por ejemplo, cómo iniciativas radicales como la militarización de la política contra las drogas, a pesar del esfuerzo persistente de diferentes presidentes constitucionales, no logró materializarse plenamente en la Argentina, como sí sucedió en gran parte de los países de América Latina y la subregión del Caribe. 


			Si bien la Argentina evitó implementar un modelo similar al de la guerra contra las drogas impulsado por Estados Unidos en la región, en su lugar no ha existido una alternativa consistente en el tiempo. Por el contrario, a lo largo de los años, en el país han convivido, no sin tensión, esfuerzos punitivos y acciones tendientes a flexibilizar la política nacional contra las drogas. Aunque el escenario nacional se encuentra lejos de los países más afectados por el narcotráfico en la región, las problemáticas vinculadas con las drogas han crecido con el transcurso de los años. La evidencia empírica sugiere que la Argentina se ha convertido en un “país de ciclo completo”: suministra, consume y sirve como ruta de tránsito para el tráfico de narcóticos a Europa y África occidental. El nuevo rol del país dentro de la economía política de las drogas, a su vez, ha transformado la estructura del crimen organizado local, alterando las dinámicas de poder entre el Estado, la sociedad civil y el narcotráfico. 


			Organización del libro


			En los capítulos que siguen, este libro desarrolla una narrativa histórica con el objetivo de examinar las principales políticas públicas en materia de drogas desarrolladas por cada gestión presidencial desde el retorno a la democracia en 1983. Cada uno de los apartados expone, también, las dinámicas de poder al interior del Estado nacional, como así también el rol de diferentes actores de la sociedad civil, entre los cuales se destacan los movimientos de derechos humanos, los emprendedores morales, las organizaciones no gubernamentales (ONG), la prensa y la comunidad epistémica local. Finalmente, a lo largo del análisis, también se expone la situación general del país en materia de drogas ilícitas, narcotráfico y el rol del crimen organizado. Cada capítulo culmina con una breve conclusión sobre los principales hallazgos desarrollados a lo largo de los apartados de este libro. 


			El primer capítulo explora los determinantes domésticos de la política de drogas implementada durante el gobierno de Raúl Alfonsín. Luego de analizar las raíces punitivas y represivas del modelo desarrollado durante la dictadura militar, el capítulo demuestra cómo la estrategia argentina en esta materia estuvo fuertemente influenciada por el modo de transición democrática. Efectivamente, el “colapso” del régimen anterior y la subordinación de las Fuerzas Armadas a la autoridad civil generó un terreno fértil para que diferentes actores de la sociedad civil condicionaran las alternativas del gobierno nacional y de la oposición en cuestiones vinculadas al control de narcóticos. Si bien el rol del presidente Alfonsín fue preponderante al respecto, la flexibilización de la política contra las drogas no provino únicamente “desde arriba”. Movimientos sociales, emprendedores morales y la comunidad epistémica, apuntalados por la prensa nacional, contribuyeron a descartar cualquier iniciativa que pudiera revertir los logros generales del proyecto de democratización. Esta dinámica se vio favorecida por un contexto nacional en donde el narcotráfico no era todavía considerado una prioridad y las relaciones con Estados Unidos no atravesaban su mejor momento. 


			La política argentina contra las drogas durante la década de los noventa es analizada en el segundo capítulo. A diferencia del gobierno radical, estos apartados demuestran cómo el presidente Menem promovió deliberadamente una aproximación represiva contra los narcóticos en la Argentina, enmarcándolos como una amenaza a la seguridad nacional. La sanción de la Ley 23737, en particular, transformó la posesión de drogas para consumo personal en un delito. Aunque propuestas oficiales como la militarización de la lucha contra el narcotráfico fueron apoyadas por altos funcionarios del gobierno y miembros de las Fuerzas Armadas en un contexto en el que las relaciones bilaterales entre Estados Unidos y la Argentina mejoraron drásticamente, las transformaciones estructurales a favor de la mano dura en última instancia fracasaron. Las propias reformas institucionales de Menem, destinadas a subordinar las Fuerzas Armadas a la autoridad civil, y la presencia de un sistema efectivo de pesos y contrapesos en el Congreso Nacional obstaculizaron la implementación de iniciativas radicales como la guerra contra las drogas. Al igual que en los años ochenta, las voces tradicionales de la comunidad epistémica local y el movimiento de derechos humanos también afloraron cada vez que el gobierno nacional intentó revertir algunos de los principales logros del proyecto de democratización iniciado en 1983. 


			El tercer capítulo aborda el período comprendido entre 1999 y 2007. Después de analizar brevemente la experiencia fallida de la Alianza y la transición previa a las elecciones generales del año 2003, los siguientes apartados exploran la política de drogas de Néstor Kirchner. A diferencia de los mandatos de Alfonsín y Menem, en donde la inseguridad y el narcotráfico no fueron considerados una prioridad por parte de la población argentina, el aumento de las tasas de criminalidad y su vinculación con las drogas generaron un terreno fértil para la adopción de medidas represivas en la materia. Este capítulo demuestra, sin embargo, que a pesar de las demandas de mano dura para afrontar el fenómeno de la inseguridad, el presidente solo avanzó en concesiones limitadas como la desfederalización de las drogas o las denominadas “leyes Blumberg”. Fortalecido por la fragmentación de la oposición y la concentración de poder en manos del Ejecutivo, la resistencia a reformas estructurales como el involucramiento militar en la lucha contra el narcotráfico provino del propio gobierno nacional y no de otros actores de la arquitectura institucional argentina. Aunque nunca fue considerada una prioridad por parte del presidente Kirchner, la política contra las drogas durante el primer lustro del nuevo siglo estuvo mayoritariamente apuntalada por las nociones de inclusión social y el respeto por los derechos humanos. La alianza presidencial con diferentes organizaciones sociales, junto con la siempre presente comunidad epistémica local, coadyuvaron a consolidar esta tendencia en la Argentina.


			Los dos últimos gobiernos del Frente para la Victoria (FPV) son analizados en el cuarto capítulo de este libro. A pesar del crecimiento del consumo de estupefacientes, el repunte de los homicidios vinculados con el narcotráfico en los principales centros urbanos y la consolidación de la inseguridad como una de las prioridades fundamentales para la ciudadanía argentina, la presidenta Cristina Fernández promovió, fundamentalmente desde lo simbólico y discursivo, una visión más flexible sobre las drogas. El rol cada vez más preponderante de actores como Aníbal Fernández y Mónica Cuñaro, junto con el fallo Arriola de la Corte Suprema de Justicia y los diferentes proyectos de despenalización de la marihuana no constituyeron iniciativas aisladas sino un engranaje más de una tendencia general del país. Sin embargo, en un contexto en donde las relaciones bilaterales con Estados Unidos en esta materia alcanzaron su punto más crítico desde el retorno a la democracia en 1983, la política contra las drogas en la Argentina continuó padeciendo la falta de recursos económicos. Al igual que la presidencia de Néstor Kirchner, el discurso progresista de Cristina Fernández se vio relativamente contrastado con el paso de los años por acciones concretas como la creación del Ministerio de Seguridad, los incrementos presupuestarios de esta cartera y la adopción del Operativo Escudo Norte para luchar contra el narcotráfico en las fronteras del país. 


			El quinto capítulo está dedicado a la presidencia de Mauricio Macri. Durante los cuatro años de Cambiemos, el gobierno nacional implementó una retórica belicista y definió al narcotráfico como el enemigo público número uno, relegando a segundo plano la defensa de los derechos humanos, característica de los mandatarios anteriores. A pesar de que las asignaciones presupuestarias en materia de seguridad no acompañaron el discurso punitivo, Mauricio Macri sí avanzó en importantes transformaciones en la arquitectura institucional del país, como la declaración de emergencia y la habilitación de las Fuerzas Armadas para actuar como brazo operativo del protocolo de derribo de aeronaves sospechadas de narcotráfico. Salvo la sanción de la ley de uso medicinal de cannabis aprobada a mitad de mandato, la mayoría de las acciones en materia de drogas provinieron de alguno de los ministerios del Ejecutivo nacional. La ideología conservadora y promercado del presidente, sumado al perfil punitivo contra el uso de drogas propio de los principales miembros del gobierno, transformaron nuevamente a la Argentina en un socio fundamental de Estados Unidos en la lucha contra el narcotráfico. Sin embargo, la política de drogas, al igual que otros sectores de la administración pública, se vio condicionada por el devenir económico del país. 


			El último capítulo del libro está dedicado a describir la situación actual de los narcóticos en la Argentina. Estos apartados indican que el rechazo del modelo de la guerra contra las drogas imperante en la región no ha resultado en el desarrollo de un plan nacional en esta materia. Por el contrario, la falta de diagnóstico, el pragmatismo y las respuestas rápidas propias de cada gobierno desde el retorno a la democracia, contribuyeron a transformar el rol del país en la economía política de las drogas. Si bien la situación nacional difiere considerablemente de los casos más comprometidos de la región, Argentina ha dejado de ser solo un país de tránsito. Los niveles de consumo y la manufactura de drogas han crecido progresivamente, particularmente luego de la crisis económica del 2001. El nuevo rol de Argentina, a su vez, ha impactado en las dinámicas del crimen organizado local y los niveles de violencia. La situación en Rosario y la Ciudad de Buenos Aires, en particular, ilustran cómo la transformación del mercado de drogas ilícitas, junto con la propia arquitectura institucional del país, caracterizada por la débil aplicación de la ley, la inestabilidad económica y la presencia de “bolsones de corrupción” generó las condiciones para que la violencia y las actividades criminales continúen prosperando en diferentes lugares del territorio argentino. 


			Los principales hallazgos de cada capítulo se resumen en las conclusiones de este libro. Esta última parte también evalúa el rol de cada uno de los actores involucrados en la elaboración de la política de drogas en el país, indicando cómo fue evolucionando la correlación de fuerzas dentro de la arquitectura institucional argentina y en la sociedad civil. En términos generales, el libro advierte una tendencia hacia el hiperpresidencialismo, en donde el Congreso Nacional ha perdido progresivamente algunas de sus prerrogativas principales para diseñar y controlar la política de drogas. La consolidación de diferentes actores de la sociedad civil, en particular una comunidad epistémica organizada, ha sido la contracara de las transformaciones políticas desde el retorno a la democracia, aunque este fenómeno parece haberse revertido parcialmente durante los últimos cuatro o cinco años. Finalmente, en las últimas líneas de la conclusión de este libro, se plantean algunos desafíos y escenarios posibles para la Argentina durante y luego de la pandemia mundial. 
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			Capítulo I
 El gobierno de Raúl Alfonsín (1983-1989)


			La Argentina experimentó un proceso de creciente militarización durante la segunda mitad del siglo XX. Entre 1955 y 1983, el país fue testigo de varios cambios de régimen, alternando gobiernos civiles con juntas militares. Ninguno de los cuatro presidentes constitucionales desde 1955 (Frondizi, Illia, Cámpora y Perón) cumplió su mandato debido a diferentes golpes militares. A pesar de que el terrorismo de Estado, en mayor o menor medida, estuvo presente en cada régimen autoritario, el Proceso de Reorganización Nacional es considerado como la dictadura más sangrienta jamás vivida en la Argentina. La junta militar que gobernó el país desde marzo de 1976 hasta diciembre de 1983 fue tristemente recordada por la violación sistemática de derechos humanos y la desaparición de alrededor de 30.000 personas. Otras características sobresalientes incluyen el deterioro progresivo de la economía, la supresión de la mayoría de las instituciones democráticas del país, la suspensión de la Constitución y la decisión de llevar a la Argentina a una guerra devastadora contra Gran Bretaña en 1982.


			En un contexto de crecientes dificultades políticas y económicas, la población también fue testigo de la expansión de la agenda de seguridad doméstica. Además de la proliferación de grupos subversivos nacionales, otros “enemigos” previamente ignorados tomaron relevancia. El problema de las drogas, en particular, comenzó a ser ampliamente publicitado por el gobierno de facto de Alejandro Lanusse (1971-1973) junto a un grupo de expertos como el nuevo “enemigo interno”. Comúnmente enmarcadas como una amenaza a la seguridad nacional, las drogas se construyeron como un peligro para “el futuro de la patria” (Cámara de Diputados de la Nación, 1974). Como sostiene Touzé (2006), los consumidores de narcóticos fueron a menudo descritos como jóvenes peligrosos y rebeldes en contra del orden establecido. Esta aproximación, sugiere Manzano (2015: 38), “creó un vínculo visible entre jóvenes, desviación y subversión”. En otras palabras, el uso de drogas ilícitas no solo fue considerado un problema social o médico, sino también político, requiriendo de esta forma medidas de emergencia fuera de los límites normales de la política.


			La preocupación por el consumo de drogas se vio reforzada oportunamente por la movilización de diferentes actores sociales. Agentes de la policía, junto con un creciente grupo de médicos especializados en toxicología, se unieron al gobierno nacional para promover un enfoque más severo contra los narcóticos en la Argentina (Manzano, 2015). En 1971, por ejemplo, se inauguró el Servicio de Toxicomanía en el Hospital Borda y, posteriormente, se creó el Centro de Prevención de la Toxicomanía en la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires (UBA). En su conjunto, estas instituciones jugaron un rol fundamental en la construcción del problema de las drogas ilícitas.


			El discurso predominante, por supuesto, estuvo respaldado por una nueva arquitectura institucional impulsada por el gobierno nacional. Se creó rápidamente una burocracia especialmente diseñada para tratar el problema de las drogas y el Estado se involucró cada vez más en la política contra el narcotráfico. Fundada en 1971, por ejemplo, la División de Narcóticos se convirtió en el primer actor relevante en la lucha oficial contra las drogas ilícitas en la Argentina. (1) La relevancia de la nueva institución se hizo evidente cuatro años más tarde, cuando su capacidad operativa se expandió significativamente para abarcar un total de seis brigadas especiales (Manzano, 2015). La creación del Consejo Nacional de Toxicomanía y Narcóticos en 1972 complementó la consolidación de este proceso institucional mediante la coordinación de todos los aspectos de la política de drogas de la Argentina.


			No en vano, en 1974 el gobierno de María Estela Martínez de Perón (1974-1975) aprobó la Ley 20771, que penalizaba la tenencia de narcóticos para uso personal. (2) Como resultado, los usuarios de drogas no solo fueron considerados personas enfermas sino también criminales (Kornblit, Caramotti y Di Leo, 2010). Esta normativa, sin embargo, se aprobó en un momento en el que el tráfico de drogas no era una actividad ilegal significativa en el país, más allá de la percepción específica del gobierno o junta militar de turno. Como señala Manzano (2015: 54), la nueva legislación, que fue el primer instrumento totalmente dedicado a los narcóticos, “marcó el inicio de un proyecto represivo destinado a restablecer la autoridad estatal en todos los niveles de la vida social y cultural”. La normativa se basó en la Ley 20840, que fundó las bases de la llamada Doctrina de Seguridad Nacional; es decir, la legislación utilizada por las juntas militares durante el Proceso de Reorganización Nacional para luchar contra la proliferación de grupos subversivos al interior de la Argentina.


			Este proceso institucional coincide con una rápida expansión de la cooperación entre la Argentina y Estados Unidos en materia de narcotráfico, revirtiendo una tendencia de relativa autonomía del país con respecto a Washington. (3) De hecho, mucho antes de que la Oficina de Narcóticos y Drogas Peligrosas (BNDD por sus siglas en inglés) estableciera oficinas en países aliados como Colombia, la Argentina ya albergaba un avanzado puesto de la institución estadounidense (Manzano, 2015). Sin embargo, los vínculos formales entre ambos gobiernos cobraron impulso recién en 1973, cuando el Ministerio de Desarrollo Social y la Embajada de Estados Unidos firmaron un acuerdo bilateral en materia de lucha contra las drogas. En una conferencia de prensa televisada, el ministro de Desarrollo Social, López Rega, declaró junto con el embajador norteamericano, Robert Hill, que esperaban “acabar con el narcotráfico en Argentina (...), esta campaña antidrogas será automáticamente una campaña antiguerrilla” (Blum, 2003). Según ambos funcionarios de gobierno, el problema de las drogas estaba íntimamente relacionado con la actividad de los movimientos guerrilleros.


			La transición democrática 


			La guerra de Malvinas, junto con los crecientes problemas económicos, provocó grandes protestas contra el gobierno militar, acelerando su caída. En estas circunstancias, el presidente Bignone (1982-1983) no pudo contener la proliferación de divisiones internas dentro de las propias filas militares y convocó a elecciones en octubre de 1983. El candidato de la Unión Cívica Radical (UCR), Raúl Alfonsín, que basó su plataforma electoral en la protección de libertades y los derechos humanos, aprovechó el descontento social con las Fuerzas Armadas y derrotó inesperadamente al representante peronista, Ítalo Luder. 


			El resultado de la transición democrática fue influenciado directamente por la naturaleza del régimen autoritario anterior, considerado económicamente destructivo y altamente represivo (O’Donnell, 1992). A diferencia de otros países latinoamericanos, la junta militar que gobernó la Argentina entre 1976 y 1983 entró al proceso de transición desde una posición de debilidad. (4) La creciente erosión de su legitimidad, junto con el hecho de haber escogido al candidato incorrecto al intentar pactar los términos de la transición, obstaculizó el desarrollo de un compromiso político entre las Fuerzas Armadas y el régimen constitucional emergente. (5) A pesar de que los militares intentaron liberarse de cualquier responsabilidad en términos de las violaciones de derechos humanos antes del retorno de la democracia en 1983, su salida no fue salvaguardada como sucedió en países como Brasil, Chile y Ecuador. (6) Este proceso fue claramente descrito por Viola y Mainwaring (1985: 193) como una “transición después del colapso del régimen”, a diferencia de las “transiciones desde arriba”, en donde existe un nivel significativamente alto de continuidad.


			Relaciones cívico-militares


			Alfonsín honró las promesas hechas durante la campaña y se enfocó rápidamente en las Fuerzas Armadas con el objetivo de reorganizar su tamaño, poder y privilegios (Pion-Berlín, 1991). Las primeras medidas estuvieron destinadas a enjuiciar a los jefes militares implicados en la Guerra Sucia. Poco después de que Alfonsín asumiera el cargo, el Congreso Nacional revocó la llamada Ley de Autoamnistía y el presidente firmó el Decreto 158, que ordenó el inicio de los procedimientos legales contra oficiales militares de alto rango. El recién electo presidente del partido radical, por primera vez en la historia de la Argentina, comenzó así con el juicio a las juntas militares por participar en las violaciones de derechos humanos, destacando su compromiso por restaurar el Estado de derecho en el país. (7)


			La consolidación de una institución dirigida por civiles ubicada entre el presidente y el mando militar ha resultado siempre de vital importancia para la consolidación de la democracia (Huntington, 1957). En función de esta idea, Alfonsín fortaleció con éxito al Ministerio de Defensa en la cadena de mando entre su figura y las Fuerzas Armadas. La autonomía en la toma de decisiones de cada rama del Ejército se redujo drásticamente y los jefes de servicio fueron rebajados formalmente de comandantes a jefe de personal (Pion-Berlín, 2001). Además, prerrogativas militares tradicionales en áreas centrales como el presupuesto, la producción de armas y la política de defensa fueron transferidas directamente al Ministerio de Defensa, mientras que otras funciones, a menudo desempeñadas por las Fuerzas Armadas, tales como las operaciones de interdicción de drogas, fueron descartadas.


			El gasto militar también se redujo drásticamente, lo cual implicó no solo el confinamiento progresivo y la limitación de la capacidad operativa de las Fuerzas Armadas, sino también el deterioro de sus salarios y el número total del personal activo (Smith y Acuña, 1995). Los gastos de defensa disminuyeron un 40 % entre 1983 y 1986, representando la reducción más grande del mundo para cualquier país cuyo presupuesto total de defensa haya excedido los $ 100 millones de pesos (Tabla 1.1). Más específicamente, los recortes más profundos se realizaron en las áreas de operaciones (42 %) y equipamiento (50 %), mientras que los salarios cayeron un 25 % entre diciembre de 1983 y octubre de 1984 (Pion-Berlín, 1991). En 1986, solo el 2,3 % del presupuesto total se asignó a los militares, representando así el nivel más bajo en más de 15 años (Gargiulo, 1988). Estos recortes, junto con los embates del gobierno nacional contra la institución castrense, sometieron peligrosamente la ya baja moral de las Fuerzas Armadas en la Argentina democrática, sugiere Stepan (1988).


			Tabla 1.1. Gastos militares en la Argentina (1983-1989)
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			Fuente: elaboración propia sobre datos de Pion-Berlin (2001b)


			El tamaño de las Fuerzas Armadas también se redujo durante el gobierno de Alfonsín. El personal militar pasó de 153.000 a 78.000 entre 1983 y 1986, con el Ejército liderando la tendencia a la baja con un 45 % de los recortes. Por la misma razón, la Armada perdió el 30,1 % de sus hombres, mientras que la Fuerza Aérea el 11,8 % (Pion-Berlín, 1991). Como consecuencia de este proceso iniciado en 1983, la capacidad operativa de las Fuerzas Armadas sufrió daños considerables y las tareas tradicionales tuvieron que reasignarse para hacer frente a la creciente escasez de personal. En estas circunstancias, los críticos en la Argentina a menudo se refirieron al Ministerio de Defensa como el “ministerio de desarme”.


			Sin embargo, la transformación más radical de las relaciones cívico-militares, la cual impactó directamente en la política de drogas del país, se dio en abril de 1988, cuando el Congreso Nacional aprobó la Ley 23553 (Ley de Defensa Nacional), anulando la legislación previa impulsada por el entonces presidente Onganía en 1966. (8) A diferencia del instrumento normativo anterior, que expresamente permitía a la fuerza militar enfrentar amenazas domésticas como el narcotráfico, la nueva legislación dividió formalmente las esferas de seguridad interna y defensa exterior, restringiendo el papel de los militares a la segunda. Como señala Skocpol (1985), cambios institucionales radicales como este normalmente ocurren después de una crisis significativa como una guerra o depresión. El punto es que esta nueva regulación ciertamente marcó un punto de inflexión en las relaciones cívico-militares del país, ya que la organización institucional emergente promovió una sólida diferenciación conceptual y operativa entre los organismos encargados de la seguridad y la defensa. (9) 


			En este contexto, las atribuciones de las Fuerzas Armadas se redujeron considerablemente, limitando su influencia en la política interna. De las cuatro prerrogativas principales de las Fuerzas Armadas presentes en América Latina señaladas por Hunter (1996), a saber, la defensa convencional, el mantenimiento de la paz internacional, la seguridad interna y la acción cívica, los militares argentinos conservaron fundamentalmente una: la defensa convencional. Mientras que en países como Bolivia, Colombia y Perú las Fuerzas Armadas estuvieron profundamente involucradas en una amplia variedad de funciones de seguridad interna, como las operaciones de interdicción de drogas, en la Argentina se vieron reducidas a combatir las amenazas tradicionales. En particular, la Ley de Defensa Nacional despojó a los militares argentinos de los dos instrumentos legales que permitieron previamente el desarrollo de diferentes iniciativas contra el narcotráfico: la Doctrina de Seguridad Nacional y la Ley 20771. Este nuevo marco institucional, sin lugar a dudas, tuvo enormes consecuencias en la trayectoria política del país, ya que restringió las preferencias de las futuras élites argentinas, reforzando así la continuidad y desalentando el cambio.


			La reducción de atribuciones no siempre fue resistida por miembros de las Fuerzas Armadas. En una reunión celebrada en Mar del Plata el 13 de noviembre de 1987, el Ejército argentino acordó con otros representantes latinoamericanos las principales desventajas de involucrar a las Fuerzas Armadas en asuntos internos, particularmente en la lucha contra el narcotráfico (Malamud-Goti, 1994a). De acuerdo con Alberto Rodríguez Giavarini, secretario de Defensa de Alfonsín, se dieron varias razones para mantener a los militares fuera de los operativos antinarcóticos. Por un lado, algunos temían que el contacto con narcotraficantes eventualmente afectara la disciplina formal del Ejército. Por otro lado, otros argumentaron que la versión norteamericana de la Doctrina de Seguridad Nacional había llevado a algunos ejércitos latinoamericanos a embarcarse en una guerra sucia contra grupos insurgentes, generando confusión sobre el rol de las policías locales (Malamud-Goti, 1994b).
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